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Instancia, Sala de 
Ponce 

 
Crim. Núm.:   

J SC2015G0194 
 
Por:  Infr. Art. 404 a 

Ley de Sustancias 
Controladas 

 

Panel integrado por su presidente, el Juez Brau Ramírez, el Juez 
Bermúdez Torres y el Juez Sánchez Ramos 

 
Sánchez Ramos, Juez Ponente 
 

RESOLUCIÓN 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 15 de enero de 2016. 
 

El Sr. Jonathan Nazario Rivera (el “Acusado”) nos solicita 

que revisemos una decisión del Tribunal de Primera Instancia, 

mediante la cual se denegó su moción de supresión de evidencia, 

producto de un registro sin orden, sobre la base de que lo ocupado 

estaba a plena vista.  Argumenta el Acusado que el testimonio del 

agente no debió ser creído, pues es estereotipado.   

Por las razones que se exponen a continuación, denegamos 

la expedición del auto solicitado, así como la moción en auxilio de 

jurisdicción presentada por el Acusado. 

I. 

Contra el Acusado se presentó acusación por violación a la 

Ley de Sustancias Controladas (art. 404-A de la Ley Núm. 4 de 23 

de junio de 1971, 24 LPRA sec. 2404).  Se le imputó, en esencia, 

que poseía marihuana. 

El Acusado presentó una moción en solicitud de supresión 

de la evidencia ocupada.  Argumentó que es estereotipado el 
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testimonio del agente sobre las circunstancias en que se ocupó la 

marihuana.  Según dicho testimonio, el agente de la Policía detuvo 

un vehículo (que era conducido por el Acusado), en la noche, 

porque el mismo iba a exceso de velocidad y, al acercarse al 

mismo, pudo ver que, en la parte de atrás, había un bolsa tipo zip-

lock, encima de un bulto gris, en cuya bolsa se podía observar lo 

que aparentaba ser marihuana.  A raíz de ello, arrestó al Acusado.   

Planteó el Acusado que el testimonio no era creíble, por: (i) la 

falta de iluminación suficiente para hacer la observación, (ii) el 

agente no haber observado otras sustancias y parafernalia que 

también resultó estaban dentro de la bolsa y (iii) la improbabilidad 

de que, al ser ordenado a detenerse por una patrulla rotulada con 

biombos iluminados, el Acusado no se ocupara de esconder la 

bolsa en el bulto antes de que se acercara el agente. 

Ante el Tribunal de Primera Instancia (el “TPI”) se celebró 

vista de supresión de evidencia, en la cual el agente declaró.  

Mediante Resolución notificada el 3 de noviembre de 2015, el TPI 

denegó la supresión solicitada.  Concluyó el TPI que el testimonio 

del agente era creíble, y que, según el mismo, el agente tenía 

suficiente iluminación, pues antes de acercarse al vehículo que 

conducía el Acusado, prendió los “spotlights” del techo de la 

patrulla, además de que había dos postes encendidos en el área.  

Razonó que la intervención con el Acusado fue razonable y que, al 

haber observado contrabando a plena vista, el registro es razonable 

y legal. 

Oportunamente, el 10 de noviembre de 2015, el Acusado 

solicitó reconsideración.  Mediante Resolución notificada el 24 de 

noviembre de 2015, el TPI denegó dicha solicitud.  El 22 de 

diciembre de 2015, el Acusado presentó la petición de referencia y, 

el 14 de enero de 2016, presentó una moción en auxilio de 
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jurisdicción, solicitando la paralización del juicio señalado para el 

19 de enero de 2016. 

En la petición de referencia, el Acusado reproduce los 

argumentos que presentó ante el TPI y, además, argumenta que (i) 

no es creíble que el Acusado no hubiese disminuido su velocidad al 

observar cerca a una patrulla rotulada, (ii) tampoco es creíble que 

la bolsa hubiese estado fuera del bulto, en vez de dentro, mientras 

era transportada, (iii) hubo diversas contradicciones en el 

testimonio del agente, cuando se compara con lo declarado en 

etapas anteriores del proceso, en cuanto a la iluminación, lugar 

exacto en que estaba ubicado cuando observa la evidencia, y otros 

aspectos similares y (iv) el agente “no incluyó en el encasillado de 

„Delito Cometido‟ la alegada violación … sobre el límite máximo de 

velocidad”. 

II. 

El auto de certiorari constituye un vehículo procesal 

discrecional que permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar 

las determinaciones de un tribunal inferior. IG Builders et al v. 

BBVAPR, 185 DPR 307 (2012); Pueblo v. Díaz de León, 176 DPR 

913, 917 (2009); García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005).  

La Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 

LPRA Ap. XXII–B, R. 40, establece los criterios a examinar para 

ejercer nuestra discreción.  La Referida Regla dispone lo siguiente:  

El Tribunal tomará en consideración los siguientes criterios 

al determinar la expedición de un auto de certiorari o de 

una orden de mostrar causa:    

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a 

diferencia de sus fundamentos, son contrarios a derecho.   

(B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada 

para el análisis del problema.   

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 

Primera Instancia.   

(D) Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales deberán 

ser elevados, o de alegatos más elaborados.   
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(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso 

es la más propicia para su consideración.   

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 

no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 

dilación indeseable en la solución final del litigio.   

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa 

evita un fracaso de la justicia. 4 LPRA Ap. XXII–B, R. 40.  

 

III. 

 

Concluimos que no está presente circunstancia alguna que 

amerite la revisión, en esta etapa, de la determinación recurrida.   

Del récord ante nosotros no se configura un “fracaso de la 

justicia” que requiera nuestra intervención.  De hecho, no parece 

sustancial el fundamento aducido por el Acusado para su reclamo 

de supresión de evidencia. 

La aquilatación de la prueba corresponde al TPI, foro que 

recibe la prueba de forma directa y, así, está en mejor posición de 

adjudicar la credibilidad de los testigos. Pueblo v. Bonilla Romero, 

120 DPR 92, 110 (1987); Pueblo v. Cabán Torres, 117 DPR 645, 

653-654 (1986).  En ausencia de pasión, prejuicio, parcialidad o 

error manifiesto, no debemos sustituir el criterio del TPI. Pueblo v. 

Acevedo Estrada, 150 DPR 84, 99 (2000).  La declaración de un 

testigo que merezca la credibilidad del juzgador es suficiente en 

derecho para establecer cualquier hecho en una controversia. 

Pueblo v. Mejías, 160 DPR 86, 93 (2003); véase, además, la Regla 

110 de las de Evidencia de 2009, 32 LPRA Ap. VI, R. 110. 

Asimismo, la existencia de inconsistencias en la declaración 

de un testigo, de por sí, no justifica que se rechace la declaración 

en su totalidad si las contradicciones versan sobre aspectos 

secundarios y si el resto del testimonio es acreedor de credibilidad. 

Pueblo v. Chévere Heredia, 139 DPR 1, 15-16 (1995).   

En este caso, de ser creído el testimonio del agente, como lo 

fue, el registro habría sido válido al amparo de la doctrina sobre 

evidencia a “plena vista”.  Pueblo v. Dolce, 105 DPR 422, 436 
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(1976).  Ello pues, según el testimonio creído por el TPI, la prueba 

incautada estaba a plena vista, el agente tenía derecho a estar 

donde estaba cuando observó la evidencia, la misma fue 

descubierta inadvertidamente y la naturaleza delictiva de la 

marihuana surgía de la simple observación.  Dolce, supra; Pueblo 

v. Malavé González, 120 DPR 470, 478 & 481 (1988). 

No obstante, el Acusado plantea que el Tribunal de Primera 

Instancia venía obligado a descartar el testimonio del agente 

debido a que se trata de una declaración de naturaleza 

estereotipada.   

El testimonio estereotipado es aquél que se limita a 

establecer los elementos mínimos del delito, omitiendo los detalles 

que de ordinario revestirían de plausibilidad un testimonio.  Se 

trata de narrativas ofrecidas por agentes del orden público que 

siguen más bien una pauta fija y que son traídas para justificar 

una intervención policial que de otro modo resultaría impropia.  

Pueblo v. Acevedo Estrada, supra, 150 DPR a la pág. 93; Pueblo v. 

Rivera Rodríguez, 123 DPR 467, 480 (1989); véase, además, Pueblo 

v. De Jesús Mercado, 188 DPR 467 (2013).  Este tipo de testimonio 

debe ser objeto de consideración cautelosa por el Tribunal de 

Primera Instancia.  Pueblo v. Camilo Meléndez, 148 DPR 539, 558 

(1999); Pueblo v. González del Valle, 102 DPR 374, 377 (1974).    

En el presente caso, hemos examinado el récord y no 

estamos en posición de sustituir la apreciación del Tribunal de 

Primera Instancia, quien entendió que la declaración del agente era 

creíble, por lo cual la evidencia ocupada es admisible al haber sido 

descubierta a “plena vista”.  El testimonio del agente contó con 

suficientes detalles, de modo que el TPI podía, razonablemente, 

creerlo.  No se trata, así pues, de un testimonio descarnado o 

imposible.  
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No estamos en posición de concluir que el TPI hubiera errado 

al denegar la moción de supresión.  El peso de la prueba 

corresponde al Acusado para establecer que la declaración del 

agente era falsa.  Aunque el Acusado reseña ciertas 

inconsistencias existentes en las declaraciones del testigo, 

concluimos que el TPI actuó razonablemente, dentro de la facultad 

que le concede la ley, al conferir credibilidad a la declaración.  Al 

igual que el TPI, concluimos que los detalles centrales de la 

declaración del agente no son increíbles.   

 IV.  

Por los fundamentos antes expuestos, se deniega el auto 

solicitado, así como la moción en auxilio de jurisdicción presentada 

por el Peticionario. 

 Adelántese la notificación por fax o por correo electrónico. 

 Lo acuerda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

                                            Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


